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INFORME DE RELATORÍA DE LA SESIÓN ESPECIAL
DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS
PARA LA PROMOCIÓN DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

Informe de Relatoría de la Sesión Especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos para la Promoción del Derecho Internacional Humanitario

Antecedentes:

La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos en su sesión del 7 de febrero de 2002 al recibir el informe del Presidente del Grupo Especial de Justicia sobre el proyecto de temario y proyecto de calendario de la Cuarta Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros y Procuradores Generales de las Américas (REMJA IV) acordó convocar una sesión especial para estudiar los mandatos de la Asamblea General contenidos en las resoluciones AG/RES. 1770 (XXXI-O/01) “Corte Penal Internacional” y AG/RES. 1771 (XXXI-O/01) “Promoción y Respeto el Derecho Internacional Humanitario” (anexos 1 y 2 respectivamente).

Asimismo resolvió elevar al conocimiento de la IV REMJA un informe que señale el resultado de la sesión especial, en el entendido de que el informe deberá ser clasificado como documento de dicha reunión y podrá ser objeto de consideración durante el Diálogo de Jefes de Delegación.

La Comisión en su sesión del 21 de febrero de 2002 aprobó el temario contenido en el documento OEA/Ser.K/XVI (anexo 3).

Sesión Especial:

La sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos para la promoción del derecho internacional humanitario –DIH- se llevó a cabo el 6 de marzo de 2002. El Dr. Cesar Gaviria Trujillo, Secretario General de la Organización de Estados Americanos, inauguró el evento. En su intervención (anexo 4) destacó la labor desempeñada por el Comité Internacional de la Cruz Roja, con el cual la OEA ha unido esfuerzos para trabajar en actividades de cooperación jurídica en el campo del DIH. Consideró que salvo algunas excepciones, en el hemisferio se han producido avances de gran trascendencia en el fomento de la confianza y la consolidación de la paz. Agregó que estas condiciones son particularmente favorables para avanzar en la consolidación del DIH en las Américas, en especial con un enfoque preventivo, por lo que se requiere, entre otras medidas, que los Estados avancen en la firma, ratificación e incorporación en el derecho interno de los tratados en materia de derecho humanitario, así como la difusión y capacitación sobre el contenido y alcance de sus normas.

Seguidamente, a propuesta del Presidente se acordó que la relatoría la realizara el Representante Alterno de México, Ernesto Campos Tenorio. Después, conforme al temario aprobado en la sesión del 17 de febrero de 2002, mismo que se anexa, se dio inicio a la sesión especial.

Tema I. Conferencia de Expertos Gubernamentales sobre la Aplicación del Derecho Internacional Humanitario y Convenciones Interamericanas relacionadas, realizada en San José, Costa Rica, del 6 al 8 de marzo de 2001.

El Director del Departamento de Cooperación y Difusión Jurídica de la Secretaría General de la OEA, Jorge García-González, presentó los antecedentes, objetivos, características y agenda de la Conferencia Hemisférica de Expertos Gubernamentales en relación con “la aplicación nacional del Derecho Internacional Humanitario y de las Convenciones Interamericanas relacionadas”, organizada por el Comité Internacional de la Cruz Roja y la Secretaría General de la OEA, con la colaboración del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto y de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia de la República de Costa Rica, así como del Gobierno de Canadá, la cual tuvo lugar en San José, entre los días 6 y 8 de marzo de 2001. 

De igual forma expresó que, desde el punto de vista de las actividades de cooperación jurídica, los resultados de esta Conferencia confirmaron la importancia de que la OEA, en unión de los Gobiernos de los Estados miembros y del Comité Internacional de la Cruz Roja, continúe ejecutando actividades tendientes a la difusión del DIH; la promoción de la ratificación de los tratados en esta materia, incluidos los tratados interamericanos relacionados; la adecuación de las legislaciones nacionales a los mismos y el intercambio de información entre las autoridades y especialistas en esta campo, incluido el perfeccionamiento de una red de intercambio de información a través de Internet.

La Dra. Marcela Matamoros, Representante Alterna de Costa Rica, señaló que el seminario “La aplicación Nacional del Derecho Internacional Humanitario y de las Convenciones Interamericanas relacionadas” que se llevó a cabo en San José, Costa Rica en marzo del 2001, consistió en la primera actividad de difusión y promoción del DIH organizado por la OEA, la Cruz Roja Internacional, el Gobierno de Canadá y el Gobierno de Costa Rica. En dicha actividad se resaltó la importancia del DIH en la región y el deber de los Estados en hacer que se respete, aún cuando no sean parte del conflicto. 

Añadió que se discutieron temas puntuales como la efectividad de las Comisiones Nacionales en la incorporación del derecho internacional humanitario en las legislaciones internas y la labor educativa que pueden desarrollar, la situación de los menores de edad en los conflictos armados, las consecuencias para la seguridad de la persona y la población civil de la proliferación y disponibilidad de armas, en particular armas pequeñas y ligeras y por último la tipificación del DIH en los códigos penales nacionales, así como su acción punitiva.

El Representante Permanente de Canadá, Embajador Paul D. Durand consideró que el establecer la responsabilidad es un imperativo moral y práctico para eliminar los crímenes establecidos en e DIH. Agregó que nuevas herramientas e instituciones, tales como la Corte Penal Internacional están siendo desarrolladas para apoyar a los Estados a enfrentar estos problemas. Mencionó que uno de los principales temas discutidos en la reunión de San José fue como los Estados pueden desarrollar su legislación interna para alcanzar el cumplimiento del Estatuto de Roma. Anunció asimismo que Canadá ofrecerá un manual que, paso por paso, instruya sobre la aplicación del Estatuto de Roma. Este manual estará disponible en el sitio web de la OEA como un documento para los Estados interesados.

El Dr. Francis Amar, Jefe de la División de Organismos Internacionales del Comité Internacional de la Cruz Roja señaló que los participantes en la Conferencia valoraron  los avances que se han  dado últimamente en materia de DIH en el hemisferio y, al mismo tiempo, destacaron la necesidad de que se fortalezcan sus normas, mediante la ratificación de los tratados en esta materia, su difusión a todos los sectores de la sociedad y su aplicación efectiva al interior de cada Estado. Asimismo coincidieron en la necesidad de fortalecer aun más el sistema interamericano de protección de la persona mediante una mayor participación en las Convenciones interamericanas pertinentes y su puesta en práctica en los ordenamientos jurídicos internos.

Se destacó la importancia de que el CICR y la Organización de Estados Americanos (OEA) continúen uniendo esfuerzos para reafirmar la actualidad y pertinencia del DIH y en la promoción de un mejor respeto de este cuerpo de derecho. Y, que con este fin, sigan organizando periódicamente sesiones particulares sobre DIH, reuniones de sensibilización y de información, así como conferencias gubernamentales similares a la llevada a cabo en marzo 2001 en San José, Costa Rica con el objetivo de difundir y fortalecer la aplicación del DIH y las Convenciones Interamericanas relacionadas, en  particular aquellas que se refieren a la protección y seguridad de la persona en los Estados del Continente Americano. Reconocieron que tales eventos ofrecen un foro propicio para el intercambio de informaciones sobre los esfuerzos realizados y experiencias en esos ámbitos entre los Estados del hemisferio.

Al hacer uso de la palabra, varias delegaciones se refirieron a las acciones que sus respectivos gobiernos llevan a cabo para aplicar las normas del DIH, en especial sobre el retiro de menores de edad de las fuerzas armadas. Sobre este particular, el Representante Permanente de Colombia manifestó que desafortunadamente no ha sucedido lo mismo con las fuerzas irregulares que operan en su país e informó que el Instituto de Bienestar Familiar de Colombia calcula que existen unos 6,000 menores entre sus fuerzas. Otra delegación expresó hizo un reconocimiento al papel único que desempeña el CICR y abogó porque se incremente la cooperación entre la OEA y el CICR, mediante la suscripción o modificación del Convenio que tienen ambas organizaciones. El Representante Permanente de Canadá informó que su país cuenta con un manual muy práctico sobre DIH y anunció que en breve la OEA contará con él.

Tema II. Aplicación de la resolución 1770 de la XXXI Asamblea General de la OEA

El Dr. Roy Lee, experto de Naciones Unidas se refirió al proceso de ratificación en el Hemisferio del Estatuto de Roma para la Corte Penal internacional y el cumplimiento de la resolución 1770 de la Asamblea General de la OEA. Señaló que el Estatuto de Roma ha sido ratificado a la fecha por 52 y ha sido firmado por 139 países del mundo. De los países que lo han ratificado 11 pertenecen a este Hemisferio: Antigua y Barbuda, Argentina, Belice, Canadá, Costa Rica, Dominica, Ecuador, Paraguay, Perú, Trinidad y Tobago y Venezuela. Se espera la ratificación de otros 10 países de América quienes se encuentran en un estado avanzado de su proceso interno. Fuera de la región han hecho lo propio 25 países de Europa, 11 de África. El Estatuto entrará en vigor cuando reciba la ratificación número 60.

En 1999 se estableció una Comisión preparatoria para el establecimiento de la Corte. En junio de 2000 adoptó por consenso los documentos: “Elementos del Crimen” y “Las Reglas de procedimiento y evidencias”, que permitirán la consistencia, claridad y precisión necesaria para la interpretación y aplicación del Estatuto en cada uno de las áreas que contempla. Asimismo, en septiembre de 2001 se adoptaron cuatro instrumentos más: la relación entre la Corte Penal Internacional y las Naciones Unidas; las reglas de financiamiento; los privilegios e inmunidades de la Corte; y las reglas de procedimiento de la Asamblea de los Estados Parte. El Comité Preparatorio continuará reuniéndose hasta que el Estatuto entre en vigor y después de la primera reunión de los Estados Parte. Al efecto, se contempla la celebración de dos reuniones, una en abril y otra en julio de 2002.

El interés mundial sobre la Corte Penal Internacional se ha incrementado desde de 1998 debido a diversos factores: la jurisdicción de la Corte no será incompatible con la soberanía nacional y será un complemento a la jurisdicción nacional; trata sobre crímenes como el genocidio, los crímenes contra la humanidad y los crímenes de guerra y agresión, sin afectar los crímenes tradicionales que permanecen cubiertos por la legislación nacional; los crímenes contemplados requieren de elementos que han sido acordados entre los Estados y no pueden ser incrementados sin la aprobación de los mismos; se busca detener la impunidad y brindar justicia a las víctimas; por primera ves en la historia han sido reconocidos crímenes que involucran violencia sexual y de género; habrá un fiscal internacional independiente; el establecimiento de la Corte es fundamental para la consolidación de la democracia y el fortalecimiento de la rendición de cuentas.

El Director de la Coalición para la ratificación de la Corte Penal Internacional, William Pace, destacó la amplia aceptación que ha tenido el Estatuto de Roma, el cual ya sólo requiere de 8 ratificaciones para entrar en vigor, lo que ha significado un adelanto de tres a cinco años con lo que inicialmente se había previsto. Informó que de las 52 ratificaciones 11 provienen de países miembros de la OEA y aseguró tener conocimiento de que otros más realizan las gestiones correspondientes para depositar en breve su instrumento de ratificación. Estimó que entre junio y agosto próximo se darán las ratificaciones necesarias para su entrada en vigor.

Informó que una vez que se cuenten con las 60 ratificaciones, comenzará el proceso de elección de los miembros de la Corte en un plazo de 90 días y la selección del personal que laborará en la sede en la ciudad de la Haya, provisionalmente en las instalaciones de la Corte Internacional de Justicia. En este sentido urgió a los Estados del continente que aún no lo han hecho, a que ratifiquen el Estatuto a fin de poder participar en el proceso de elección y de selección de personal, con el fin de que se garantice una distribución equitativa geográfica y de los distintos sistemas judiciales. Igualmente, instó a los Estados firmantes a que adopten la legislación adecuada para implementar en el plano interno, el contenido del Estatuto de Roma.

Seguidamente varias delegaciones hicieron uso de la palabra para informar sobre el estado en que se encuentran sus respectivas gestiones y adecuaciones internas para ratificar el Estatuto. Igualmente, coincidieron en señalar la responsabilidad que tienen los Estados de ejercer jurisdicción sobre los crímenes que se cometan en su territorio y que ello se complementa con la Corte Penal Internacional.

Asimismo, varias delegaciones señalaron la necesidad de que el tema del narcotráfico y el crimen organizado se incluya en el debate que se realizará durante el proceso de revisión del Estatuto pactado a los 10 años de su suscripción.

También, varias delegaciones hicieron un reconocimiento del papel desempeñado por Trinidad y Tobago, en especial del Presidente Arthur N. R. Robinson, quien puso especial empeño en el tema durante un largo periodo, mostrando las bondades del proyecto.

Tema III. Aplicación de la resolución 1770 de la XXXI Asamblea General de la OEA

La Dra. Cristina Pellandini, Asesora Jurídica para América Latina del Comité Internacional de la Cruz Roja, México D.F. se refirió a La necesidad de establecer un tribunal permanente e imparcial en el que se aborden los crímenes de mayor trascendencia para la humanidad, tales como los crímenes de lesa humanidad, el genocidio y los crímenes de guerra. Manifestó que la aprobación del  Estatuto de Roma de 1998 que establece la Corte Penal Internacional, es un acontecimiento histórico importante pues representa un elemento necesario en el orden jurídico para asegurarse de que las personas que infringen los principios fundamentales del derecho relativo a los derechos humanos y del DIH no queden impunes. Se espera que su impacto, sea también preventivo. Aseveró que la importancia de esta nueva jurisdicción internacional penal permanente, se refleja también del número creciente de Estados que han ratificado el Estatuto.

Subrayó la importancia de que un mayor número de Estados se adhieran al Estatuto a fin de que la Corte pueda ser efectiva y comience a funcionar en un futuro cercano. Agregó que al adherirse, los Estados deben realizar acciones en el plano interno para asegurar su cooperación con la futura Corte y facilitar su funcionamiento. Argumento que es para asegurar la mayor representatividad posible en la Corte, tanto del punto de vista geográfico, como respecto a los  diversos sistemas y tradiciones jurídicas, es importante que el mayor número posible de Estados de América se adhieran a ésta y participen con voz y voto en la Asamblea d los Estados Partes.

El Coronel Ian McNabb, Delegado del Comité Internacional de la Cruz Roja, Lima, Perú se refirió a la puesta en práctica, a nivel nacional, de los instrumentos de DIH. Señaló que dada su naturaleza de derecho de excepción aplicable en situaciones extremas, la puesta en práctica de los instrumentos del DIH en los ordenamientos jurídicos internos reviste una importancia particular para garantizar el respeto de este cuerpo de derecho y asegurar la protección de la vida y dignidad de la persona en caso de conflicto armado.  El compromiso formal de cumplir con los tratados relevantes para el DIH, a través de la ratificación o adhesión a éstos -que constituye en primer paso vital-, tiene que ir de la mano de una serie de medias de difusión y ejecución de las normas que éstos contienen.

En este sentido, destacó los importantes avances registrados durante 2001 en ese ámbito en los Estados de América. Señaló que estos avances se deben al significativo esfuerzo conjunto y permanente que han mantenido los Estados y las Sociedades Nacionales de la Cruz Roja, en el cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud del DIH, así como al empeño de las organizaciones regionales e instituciones académicas, al que se ha sumado el CICR. Ello se ha traducido en una mayor y mejor aceptación del DIH por parte de los Estados, mediante: la adecuación de las legislaciones internas -en particular para que leyes penales prevengan y, cuando proceda sancionen las violaciones del DIH,  leyes para la protección de los emblemas de la cruz roja y media luna roja así como de prohibición de minas antipersonal- conforme a los tratados relevantes; la adopción de medidas administrativas de ejecución; la incorporación del DIH como tema obligatorio en los programas oficiales de instrucción y educación; el establecimiento y fortalecimiento de estructuras que coordinen y faciliten la puesta en práctica del DIH en el ámbito nacional.

Igualmente se refirió a diseminación del DIH en las fuerzas armadas y de seguridad de los Estados miembros. En este sentido, urgió a los Estados miembros a que tomen las medidas necesarias para difundir entre sus fuerzas armadas las obligaciones contraídas en las convenciones de Ginebra y sus Protocolos Adicionales y ofreció la asistencia técnica de las Delegaciones Regionales del CICR.

Notó con satisfacción la alta participación por parte de los Estados de América en la Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción (Tratado de Ottawa). Subrayó la importancia y necesidad de hacer efectiva la eliminación total de las minas antipersonal, que los Estados Partes en el Tratado de Ottawa promulguen, de  conformidad  con lo estipulado en el artículo 9 de éste, leyes que impidan y sancionen penalmente las conductas prohibidas. 

Manifestó que los Estados tendrán asimismo que adoptar todas aquellas otras medidas necesarias para permitir el cumplimiento de las obligaciones que se deriven de dichos instrumentos. Recordó que todos los Estados que aún tienen minas antipersonal, tendrán que asegurarse de la existencia o puesta en marcha de programas nacionales adecuados para su destrucción dentro del plazo de 4 años previsto por el tratado, el cual vencerá para la mayoría de los Estados Partes entre 2003 y 2004.

El Representante Permanente de Nicaragua ante la OEA, Embajador Lombardo Martínez Cabezas, dio lectura a la Declaración de la Tercera Reunión de Estados Parte de la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción, celebrada en Managua, Nicaragua.

El Decano de la Facultad de Derecho de la American University, Dr. Claudio Grossman señaló que en la actualidad en todo el mundo hay más de 300 mil niños que participan activamente en conflictos armados y que aún existen 85 países en donde sus fuerzas armadas reclutan menores de edad. Agregó asimismo que existen millones de niños que reciben entrenamiento milita.

Argumentó que como resultado de lo anterior, se observa una sistemática violación de derechos humanos de los niños, incluso del derecho a la vida, ya que en su calidad de combatientes, se convierten en parte del conflicto. Agregó que a menudo los menores son sujetos de tortura, trato cruel y realizan trabajos forzados. En todo caso, precisó, el reclutamiento de menores viola el principio de legalidad. En este sentido, se pronunció a favor del desarrollo de normas y leyes que protejan los derechos del niño y señaló que los tratados e instrumentos internacionales producen un efecto vinculante con el DIH.

La Representante Alterna de Canadá, Gwyn Ann Kutz, señaló que no existe situación, en tiempo de paz o de guerra, que justifique la violencia contra los niños. La Corte Penal Internacional será una herramienta importante para asegurar que no haya impunidad para aquellos que comentan genocidio, crímenes contra la humanidad y crímenes de guerra. Mujeres y niños constituyen la mayoría de los civiles en situaciones de conflictos armados. Se han incrementado los ataques hacia la población civil y los niños han sido objeto de cierto tipo de crímenes, como ser reclutados por la fuerza para combatir, o son asesinados, o son mutilados para prevenir que se conviertan en soldados. Las niñas son obligadas a convertirse en esclavas domésticas y sexuales o son sometidas a formas horrendas de violencia sexual. Las familias, incluyendo a los niños, son obligadas a emigrar, bombardeando las escuelas o negándoles deliberadamente alimentos.

El Estatuto de Roma prohíbe específicamente el reclutamiento de niños menores a los 15 años en las fuerzas armadas o para utilizarlos activamente en conflictos nacionales o internacionales. Esta provisión ha sido superada por el Protocolo opcional de la Convención sobre los Derechos del Niño, de mayo de 2000, donde se establece la edad de reclutamiento en los 18 años, el reclutamiento voluntario a los 15 y el uso de niños en situaciones de conflicto a los 18 años. No obstante, el Estatuto sigue siendo útil en tanto que permitirá el enjuiciamiento de los que comentan dichos crímenes.

La Corte no podrá enjuiciar a quienes tengan menos de 18 años al momento de la comisión del delito, sin embargo, se espera que los niños puedan comparecer en calidad de testigos ante la Corte, tomándose las precauciones necesarias para evitar que sean nuevamente traumatizados. Esta situación ha requerido la contratación de personal especializado y de la preparación de los órganos de la Corte para que, en caso de que los testigos sean niños, se tomen las medidas apropiadas para garantizar su seguridad, física y sicológica. El Estatuto de Roma será fundamental para la protección de los niños afectados por los conflictos armados.

El Coronel Ian McNabb, Delegado del Comité Internacional de la Cruz Roja, señaló respecto a la participación de niños en los conflictos armados o en situaciones de violencia, que el DIH ofrece un marco jurídico de protección que se sustenta a través de la adopción, en mayo de  2000, del  Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a la participación de los niños en los conflictos armados. En este sentido, subrayó que es importante que los Estados ratifiquen los tratados que protegen a los niños y niñas en este tipo de situaciones, particularmente el mencionado, que contribuyó al fortalecimiento del marco de protección jurídica, fijando límites a la participación de los niños en los conflictos armados y a su reclutamiento. 

Asimismo mencionó que para hacer efectiva la protección de los niños y niñas en dichas situaciones es vital que se tomen las medidas necesarias para su implementación y aplicación efectiva en cada Estado. En particular que se limite, a través de las disposiciones legislativas y/o administrativas adecuadas el reclutamiento de menores de 18 años en las fuerzas armadas y de seguridad.

Tema IV. El papel del Comité Internacional de la Cruz Roja y la formación de comisiones nacionales para la aplicación del Derecho Internacional Humanitario

La Dra. Cristina Pellandini, Asesora Jurídica para América Latina del Comité Internacional de la Cruz Roja, México D.F. se refirió a las estructuras nacionales establecidas para el DIH en varios Estados de América tales como Comisiones/Comités nacionales interministeriales, interinstitucionales de carácter permanente o "ad hoc". Manifestó que las mismas han demostrado ser, en numerosos casos, un mecanismo adecuado que facilita al Estado el cumplimiento de las obligaciones internacionales dimanantes de los instrumentos de DIH, como son la ratificación o adhesión a los instrumentos relevantes para el DIH, su aplicación a nivel nacional y la difusión de la normativa de éstos en los diversos niveles de la sociedad.

La Representante Permanente de El Salvador ante la OEA, Embajadora Margarita Escobar, presentó un informe sobre la experiencia en su país del Comité Interinstitucional de Derecho Internacional Humanitario (CIDIH-ES). Señaló que tiene como objetivo asesorar al Gobierno de El Salvador sobre las medidas a tomar para la adopción, aplicación y difusión efectiva de los Convenios y Protocolos relativos al DIH, así como sobre normas jurídicas nacionales o internacionales relativas a esta materia. Señaló que el CIDIH-ES surgió ante la necesidad de responder adecuadamente a los compromisos adquiridos por El Salvador al firmar y ratificar los instrumentos internacionales sobre Derecho Internacional Humanitario.

Agregó que el CIDIH-ES tiene como función: recomendar al Gobierno de El Salvador la ratificación o adhesión a instrumentos internacionales relativos al DIH; difundir y promover las normas y procedimientos del DIH en los diferentes sectores de la sociedad salvadoreña; proponer reformas en la legislación nacional existente para cumplir con las obligaciones internacionales adquiridas en virtud de la suscripción de tratados internacionales de DIH; constituir entre sus miembros, grupos de trabajo para el análisis y estudio de temas relacionados al DIH y; elaborar un informe anual de actividades.

Seguidamente varias delegaciones destacaron la importancia de celebrar este tipo de reuniones y ofrecieron su respaldo a los trabajos que realiza el Comité Internacional de la Cruz Roja en la promoción del DIH. Igualmente abogaron por fortalecer los vínculos entre la CICR y la OEA.

Dos delegaciones se pronunciaron porque se efectúe una sesión especial en el año 2003 y que en la misma los Estados miembros de la OEA que sean parte del Estatuto de Roma, si así lo consideran adecuado, informen sobre la difusión del DIH y la adecuación de las normas internas de sus respectivos países.

Síntesis del Presidente de la Comisión de Asuntos  Jurídicos y Políticos Embajador Valter Pecly Moreira, Representante Permanente de Brasil.

Antes de finalizar la sesión, el Presidente de la Comisión presentó los siguientes comentarios que resumen los principales aspectos que abordó la reunión:

1. La Conferencia de San José reafirmó la importancia de continuar los trabajos de los Estados del Hemisferio en la implementación del Derecho Internacional humanitario y de otras Convenciones interamericanas relacionadas. La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos se felicitó por los progresos realizadas en materia de derecho internacional humanitario, descritos por los participantes en la Conferencia y coincidió en la necesidad de fortalecer aun más el sistema interamericano de protección de la persona mediante una mayor participación en las Convenciones Internacionales e Interamericanas pertinentes y su puesta en práctica en los ordenamientos jurídicos internos.

2. La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos coincidió con la Conferencia de San José, en que es importante que el CICR y la OEA continúen organizando periódicamente conferencias gubernamentales similares a la llevada a cabo, para difundir, fortalecer la aplicación del Derecho Internacional Humanitario y las Convenciones Interamericanas relacionadas. En este sentido, invitó al CICR a incrementar su cooperación con la OEA y los estados del hemisferio uniendo esfuerzos para reafirmar la actualidad y pertinencia del Derecho Internacional Humanitario y en la promoción de un mejor respeto de esta esfera del derecho.

3. La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, tomando en cuenta los progresos realizados para la entrada en vigor del Estatuto de Roma y la posibilidad de su entrada en vigor en el verano del presente año, reconoció el hecho de que 26 estados del Hemisferio lo hayan firmado, que 11 estados lo han ratificado y que varios más se encuentren en proceso de hacerlo. La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos escuchó con gran interés las razones para los estados miembros que no han ratificado el Estatuto de Roma para que se hagan parte del mismo antes de su entrada en vigor.

4. La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos reconoció el liderazgo de Trinidad y Tobago para lograr el establecimiento de la Corte Penal Internacional. Esta iniciativa trinitaria pone de manifiesto el interés de la región en el desarrollo del Derecho Internacional Humanitario.

5. La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos reconoció el esfuerzo del CICR y de los estados para poner en práctica en el nivel nacional las normas de derecho internacional humanitario y los incita a continuar en dicho esfuerzo.

6. La difusión del Derecho Internacional Humanitario entre las fuerzas armadas y de seguridad se reveló en la sesión como una tarea fundamental para su efectiva implementación. La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos escuchó con atención los esfuerzos y programas del CICR en este campo.

7. Las conclusiones de la Conferencia de Managua sobre desminado fueron presentadas por el Representante Permanente de Nicaragua ante la OEA. La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos consideró necesario continuar en los esfuerzos de desminado en el hemisferio y formuló un llamado a los estados cooperantes para continuar con dicho esfuerzo.

8. La protección de los niños que participan en los conflictos armados o son víctimas de ellos debe ser fortalecida en el Hemisferio. La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos reconoció la necesidad de que el Hemisferio continúe trabajando en este tema.

9. La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos escuchó con atención a la CICR sobre la necesidad de estudiar los efectos del desarrollo de nuevas armas y métodos de guerra, como se establece para los Estados Parte en el Artículo 36 del Protocolo Adicional I de los Convenios de Ginebra. La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos señaló la necesidad de que los Estados realicen dicho estudio, con objeto de no violar las disposiciones del Derecho Internacional Humanitario.

10. La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos se congratuló por el exitoso funcionamiento de Comisiones Nacionales en varios países del Hemisferio y destacó la importancia de que dicho esquema de coordinación interna, en la medida que sea apropiado, sea adoptado por el mayor número posible de estados de la región.

ANEXO I

AG/RES. 1770 (XXXI-O/01)

CORTE PENAL INTERNACIONAL

(Aprobada en la tercera sesión plenaria,

celebrada el 5 de junio de 2001)


LA ASAMBLEA GENERAL,


RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1619 (XXIX-O/99), AG/RES. 1706 (XXX-O/00) y AG/RES. 1709 (XXX-O/00), así como la recomendación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (OEA/Ser.L/V/II.102, Doc. 6 rev., 16 de abril de 1999, Cap. VII, 21.3.B) y el documento “Marco de referencia para la acción de la OEA con respecto a la Corte Penal Internacional” (AG/INF.248/00);


HABIENDO CONSIDERADO el informe del Secretario General sobre el cumplimiento de la resolución AG/RES. 1706 (XXX-O/00) (CP/doc.3482/01) y tomando en cuenta sus recomendaciones;


PREOCUPADA por las persistentes violaciones del derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos que ocurren en todo el mundo y por la impunidad de los perpetradores de tales actos;


AFIRMANDO que los Estados tienen el deber primario de juzgar tales crímenes a fin de prevenir su repetición y que es necesario que existan organismos en el ámbito internacional de carácter complementario para garantizar la acción de la justicia;


SALUDANDO EN ESTE CONTEXTO la histórica adopción del Estatuto de la Corte Penal Internacional el 17 de julio de 1998 en Roma;


RECORDANDO que “es deber de todo Estado ejercer su jurisdicción penal contra los responsables de crímenes internacionales”; y


RECONOCIENDO que 139 Estados, entre ellos, 26 miembros de la Organización de los Estados Americanos, han suscrito el Estatuto de Roma y que 32 Estados, entre ellos siete miembros de la OEA lo han ratificado,

RESUELVE:

1.
Exhortar a los Estados Miembros de la Organización que aún no lo hayan hecho a que consideren la posibilidad de ratificar el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional o según el caso, de adherir al mismo.

2.
Exhortar a los Estados Miembros de la Organización a participar en las reuniones de la Comisión Preparatoria de la Corte Penal Internacional con miras a garantizar las mejores condiciones de funcionamiento de la misma una vez que se constituya, en el marco de la irrestricta defensa de la integridad del Estatuto alcanzado en Roma.


3.
Solicitar al Comité Jurídico Interamericano que, en la agenda de la próxima reunión conjunta con asesores jurídicos de los ministerios de relaciones exteriores de los Estados Miembros de la Organización, incluya el examen de mecanismos para hacer frente y evitar las graves violaciones recurrentes al derecho internacional humanitario y al derecho internacional de los derechos humanos, así como el papel que desempeña la Corte Penal Internacional en ese proceso.

4.
Solicitar al Consejo Permanente que presente a la Asamblea General en su trigésimo segundo período ordinario de sesiones un informe sobre el cumplimiento de la presente resolución. 

ANEXO II

AG/RES. 1771 (XXXI-O/01)


PROMOCIÓN Y RESPETO DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

(Aprobada en la tercera sesión plenaria,

celebrada el 5 de junio de 2001)


LA ASAMBLEA GENERAL,


RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1270 (XXIV-O/94), AG/RES. 1335 (XXV-O/95), AG/RES. 1408 (XXVI-O/96), AG/RES. 1503 (XXVII-O/97), AG/RES. 1565 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1619 (XXIX-O/99) y AG/RES. 1706 (XXX-O/00);


HABIENDO ESCUCHADO el informe de la Presidenta de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos relativo a la promoción y respeto del derecho internacional humanitario (CP/ACTA-1276/01);


PROFUNDAMENTE PREOCUPADA por las persistentes violaciones del derecho internacional humanitario que tienen lugar en el mundo y en particular por los ataques contra la población civil, que en algunos casos se ve forzada al desplazamiento;


RECORDANDO que es obligación de todos los Estados respetar y hacer respetar, en todas las circunstancias, las normas establecidas en los Convenios de Ginebra de 1949 y, cuando corresponda, para aquellos Estados que son parte, las normas contenidas en sus Protocolos Adicionales de 1977;


SUBRAYANDO la necesidad de fortalecer las normas del derecho internacional humanitario, mediante su aceptación universal, su más amplia difusión y su aplicación;


CONSCIENTE de la necesidad de sancionar a los responsables de los crímenes de guerra y de lesa humanidad, así como de otras violaciones graves del derecho internacional humanitario;


TENIENDO EN CUENTA en este contexto el significado histórico de la adopción en Roma del Estatuto de la Corte Penal Internacional, que ya ha sido ratificado por 32 países de todo el mundo;

CONSIDERANDO la importancia de la Convención sobre la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, que tiene por objeto proteger tanto a militares como a civiles integrantes de las operaciones de las Naciones Unidas;


CONVENCIDA de que las mujeres y los niños merecen una protección particular y acogiendo con beneplácito la adopción en mayo de 2000 del Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados;


CONSTERNADA por el efecto negativo de la producción y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y materiales relacionados sobre la seguridad personal y la estabilidad de nuestras sociedades;


SUBRAYANDO una vez más los esfuerzos permanentes del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) para promover y difundir el conocimiento del derecho internacional humanitario y las actividades que lleva a cabo en su condición de organización imparcial, neutral e independiente en toda circunstancia;


RECONOCIENDO el importante papel que los comités o comisiones nacionales para la difusión y la aplicación del derecho internacional humanitario establecidos en muchos países están desempeñando para asegurar la incorporación de los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales en la legislación interna de los Estados Miembros Parte de dichos instrumentos, así como de los demás instrumentos de derecho internacional humanitario, con el fin de velar por su adecuado cumplimiento y difusión; y


EXPRESANDO su satisfacción por la creciente cooperación entre la Secretaría General de la Organización y el CICR, como resultado del Acuerdo firmado el 10 de mayo de 1996, ejemplo de la cual son los logros comunes tales como la Conferencia de Expertos Gubernamentales sobre “La Aplicación del Derecho Internacional Humanitario y Convenciones Interamericanas Relacionadas”, celebrada en marzo de 2001 en San José, Costa Rica,

RESUELVE:


1.
Expresar su beneplácito ante el incremento del número de Estados Miembros que, en el curso del último año, han ratificado o adherido a varios instrumentos de derecho internacional humanitario, destacando el caso de la Convención sobre la Prohibición del Empleo, el Almacenamiento, la Producción y la Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción (Convención de Ottawa), de 1997, y el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.


2.
Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hubieren hecho a que consideren ratificar o, en su caso, adherir a los Protocolos I y II de 1977 adicionales a los Convenios de Ginebra de 1949 y que consideren hacer la declaración contemplada en el artículo 90 del Protocolo I.


3.
Exhortar asimismo a los Estados Miembros que aún no lo hubieren hecho a que consideren ratificar o, en su caso, adherir al Estatuto de la Corte Penal Internacional.


4.
Exhortar igualmente a los Estados Miembros que aún no lo hubieren hecho a que consideren ratificar o, en su caso, adherir a los siguientes instrumentos relativos a las armas de naturaleza tal que puedan ser excesivamente nocivas o tener efectos indiscriminados:

a.
La Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que Puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados, de 1980, y sus Protocolos; 

b.
La Convención sobre la Prohibición del Empleo, el Almacenamiento, la Producción y la Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción, de 1997.


5.
Invitar a los Estados Miembros que aún no lo hubieren hecho a que consideren hacerse parte de la Convención de La Haya de 1954 para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado y su Protocolo de 1954, así como del Segundo Protocolo, de 1999, sobre protección reforzada. 


6.
Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hubieren hecho a que consideren hacerse parte de la Convención de 1989 sobre los Derechos del Niño y su Protocolo Facultativo relativo a la participación de niños en conflictos armados, lo cual incluye la participación de niños en hostilidades, así como su reclutamiento en fuerzas armadas y grupos armados.


7.
Destacar la importancia de que los Estados, de conformidad con las obligaciones jurídicas internacionales que han asumido tanto en tiempo de paz como en tiempo de conflicto armado, presten especial atención a las siguientes disposiciones:

a.
La mayor difusión posible del derecho internacional humanitario entre toda la población, en particular entre las fuerzas armadas y las fuerzas de seguridad, mediante su incorporación en los programas oficiales de instrucción y en la formación de cuadros permanentes de las fuerzas armadas en la materia (artículos 47, 48, 127 y 144 de los cuatro Convenios de Ginebra, respectivamente, y los artículos 83 y 11 de los dos Protocolos Adicionales, respectivamente);

b.
La promulgación de la legislación penal necesaria para sancionar a los responsables de los crímenes de guerra y otras violaciones graves del derecho internacional humanitario (artículos 49, 50, 129 y 146 de los cuatro Convenios de Ginebra, respectivamente, y el artículo 85 del Protocolo Adicional I);

c.
La promulgación de la legislación para reglamentar la utilización de los emblemas protegidos bajo el derecho internacional humanitario y sancionar los abusos (artículos 54 y 45 del primer y segundo Convenio de Ginebra, respectivamente, y artículo 38 del Protocolo Adicional I y su anexo, que contiene el reglamento pertinente); y

d.
La obligación, al momento de estudiar, desarrollar, adquirir o adoptar una nueva arma, o nuevos medios o métodos de guerra, de determinar si su empleo sería contrario al derecho internacional humanitario, y en tal caso no incorporarlos al uso de las fuerzas armadas y las fuerzas de seguridad, ni fabricarlos para otros fines (artículo 36 del Protocolo Adicional I a los Convenios de Ginebra).


8.
Instar a los Estados Miembros que aún no lo hubieren hecho a que, con el apoyo del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), estudien la conveniencia de establecer comités o comisiones nacionales de aplicación y difusión del derecho internacional humanitario.


9.
Instar a los Estados Miembros y a todas las partes en conflicto armado a que respeten la imparcialidad, independencia y neutralidad de la acción humanitaria conforme a los principios rectores aprobados por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 46/182, del 19 de diciembre de 1991, y aseguren la protección del personal de las organizaciones humanitarias.


10.
Invitar a los Estados Miembros y a las partes en conflicto a que continúen cooperando con el CICR en sus diversos ámbitos de responsabilidad y que faciliten su labor, recurriendo en particular a sus servicios de asesoramiento para apoyar los esfuerzos de los Estados encaminados a la aplicación del derecho internacional humanitario.


11.
Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, y en coordinación con el CICR, continúe las labores de cooperación jurídica tendientes a promover la difusión, ratificación e implementación de los tratados de Derecho Internacional Humanitario y de las Convenciones Interamericanas relacionadas, teniendo en cuenta los avances logrados en la Conferencia de Expertos Gubernamentales realizada en San José, Costa Rica, en marzo de 2001.


12.
Solicitar al Secretario General que presente un informe al Consejo Permanente sobre el cumplimiento de esta resolución antes del trigésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.
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TEMARIO

(Aprobado en la Sesión Ordinaria de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos

del 21 de febrero de 2002)

Introducción 

I. Conferencia de Expertos Gubernamentales sobre la Aplicación del Derecho Internacional Humanitario y Convenciones Interamericanas relacionadas, realizada en San José, Costa Rica, del 6 al 8 de marzo de 2001.

1. Informe de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA 

2. Conclusiones y Seguimiento de los trabajos de la Conferencia
II. Aplicación de la resolución AG/RES. 1770 (XXXI-O/01) de la Asamblea General de la OEA, en relación con el Estatuto de la Corte Penal Internacional a nivel Hemisférico.

III. Aplicación de la resolución AG/RES. 1771 (XXXI-O/01)  de la Asamblea General de la OEA (Promoción y Respeto del Derecho Internacional Humanitario).

1. Puesta en práctica a nivel nacional de las normas del Derecho Internacional Humanitario. 

2. Difusión del Derecho Internacional Humanitario entre las fuerzas armadas y de seguridad de los Estados miembros. 

3. Presentación actualizada del esfuerzo interamericano en materia de desminado. (Conclusiones de la Conferencia de Managua).

4. Participación de niños en conflictos armados y su protección.

5. Desarrollo de nuevas armas y métodos de guerra. Estudio de sus efectos de conformidad con el Artículo 36 del Protocolo Adicional I de los Convenios de Ginebra. 

IV. El papel del Comité Internacional de la Cruz Roja y la formación de comisiones nacionales para la aplicación del Derecho Internacional Humanitario. 

V. Elaboración del Informe del Relator y eventual presentación de Conclusiones de la Sesión Especial para su presentación ante:
1. La IV Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA IV); y

2. La XXXII Asamblea General de la OEA (conforme a los procedimientos vigentes).

ANEXO IV

INTERVENCION DEL SECRETARIO GENERAL DE LA OEA, CÉSAR GAVIRIA, EN LA SESION ESPECIAL PARA LA PROMOCION Y RESPETO DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO 

Washington D.C., 6 de marzo de 2002

Quisiera comenzar por agradecer la gentil invitación que me han formulado a participar en esta sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos para la promoción y el respeto del derecho internacional humanitario. Permítanme reconocer el liderazgo del Gobierno de México y, en especial, de su Representante Permanente ante nuestra Organización, Embajador Miguel Ruiz Cabañas, para que esta reunión fuera posible.  

En nombre de la OEA, también quisiera agradecer a todos los ponentes, por haber aceptado la invitación para compartir con nosotros, sus conocimientos.  Deseo, en particular, reconocer la extraordinaria labor cumplida por el Comité Internacional de la Cruz Roja, con el cual hemos tenido el honor de unir esfuerzos para trabajar en actividades de cooperación jurídica en este campo a nivel hemisférico.  

Esta sesión especial se realiza en el marco de las resoluciones adoptadas por nuestra Asamblea General, en su último período ordinario de sesiones, en relación con la promoción y el respeto del derecho internacional humanitario y de la promoción de la Corte Penal Internacional. 
  
El Derecho Internacional Humanitario está destinado a brindar protección y asistencia a las personas afectadas por los conflictos armados, así como a limitar los métodos y medios de combate, con el fin de evitar sufrimientos innecesarios o daños superfluos. 

Como lo he expresado en otras ocasiones, en lo que tiene que ver con esta parte del mundo, con la triste y lamentable excepción de algunos conflictos internos que aún persisten, a nivel hemisférico hemos dado avances de gran trascendencia en el fomento de la confianza y la consolidación de la paz tanto entre los países como en el interior de los mismos. 
Hoy las amenazas contra la paz en las naciones del hemisferio, no provienen de amenazas militares de otros estados. Son, mas bien, el terrorismo, el narcotráfico, la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego o, en otro plano y dependiendo de cada país, los desastres naturales o la inseguridad ciudadana. 
Así lo confirmaron los atroces actos terroristas del 11 de septiembre en que fueron víctimas ciudadanos de la inmensa mayoría de nuestros países. Esos actos terroristas representan el más grave desafío a la seguridad colectiva que nos haya correspondido vivir desde que surgieron las instituciones interamericanas. 
Sin embargo, hoy también el entorno regional tiene nuevas características.  Por eso, inmediatamente después de esos actos terroristas y en el marco de las reuniones de Consulta de los Cancilleres y de los Estados Partes del Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca, los Estados miembros de la OEA establecieron que esos ataques terroristas lo eran contra todos los Estados Americanos y han venido avanzando en la adopción de decisiones específicas para fortalecer la cooperación hemisférica contra esta forma de criminalidad internacional. 
Hoy nuestras naciones están unidas por una comunidad de valores y de ideales.  La Carta Democrática Interamericana es la mejor expresión de esos principios que nos unen a todos los pueblos de América.  Hemos clausurado décadas de aislacionismo, de confrontación y de desconfianza.  La cooperación es hoy la tendencia.  En temas centrales como la lucha contra la corrupción, el narcotráfico o la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, el terrorismo, las naciones de América han suscrito Convenciones o estrategias hemisféricas que las vinculan jurídica y políticamente en la búsqueda de objetivos y resultados comunes. Sin lugar a dudas, el proceso de integración económica que se vive en las Américas está contribuyendo grandemente a la disminución de las tensiones entre países. 

Ahora hay más espacio para la acción diplomática, para la prevención de conflictos, para avanzar en la redefinición del concepto de seguridad hemisférica que nos apoye en la búsqueda y la defensa de la paz. 

Para conseguir este propósito, hemos creado una doctrina americana de solidaridad con la democracia que actúa contra cualquier amenaza, no importa cual sea su denominación o ideología. Y con el fin de disminuir tensiones, a lo largo de toda la década de los noventa y particularmente desde 1995, los países miembros de la OEA convinieron y han venido implementando una serie de medidas de confianza. 
Adoptamos un tratado sobre la transparencia en la adquisición de armas convencionales. Hemos cumplido labores fundamentales en áreas como desminado y en actividades post-conflicto; y los Ministros de Defensa ahora tienen reuniones de carácter hemisférico. 
Todo el andamiaje de nuestra diplomacia preventiva, del uso de procedimientos pacíficos para el manejo de crisis y la acción post-conflicto, está fundada en el principio de la defensa de la democracia. Ese es nuestro paradigma de solidaridad. 
La búsqueda de la paz en las Américas está estrechamente asociada con el celoso respeto a los principios de nuestra Carta.  El derecho internacional como norma de conducta de los Estados; el respeto a la no-intervención en los asuntos internos de otro Estado; la igualdad jurídica de todos los Estados; el respeto a su soberanía y a su integridad territorial y, por sobre todo, la utilización y aplicación de los mecanismos de solución pacífica de controversias que ella prevé. 
Esa es la tendencia actual de nuestro hemisferio.  La de avanzar en los mecanismos de diálogo y solución pacífica de los conflictos; la de buscar nuevas y más eficaces medidas de fomento de la confianza; la de consolidar procesos de cooperación en los temas de seguridad. 

En este contexto, algunos podrían preguntarse si tiene sentido darle importancia al derecho humanitario, concebido para los conflictos armados, en un hemisferio que, por fortuna, en términos generales, se ha alejado de ellos y quiere avanzar aún mucho más por el camino que evite que ellos ocurran. 

Sin embargo, contrario a lo que algunos podrían creer, esas nuevas condiciones de mayor confianza y cooperación hemisférica, son particularmente favorables para avanzar en la consolidación del derecho internacional humanitario en las Américas, en especial con un enfoque preventivo. 

Para ello se requiere, entre otras medidas, que los Estados avancen en el proceso de firma, ratificación e incorporación en su derecho interno de los tratados en materia de derecho humanitario, así como en la difusión y capacitación sobre el contenido y alcance de sus normas. 
Conscientes de la importancia de avanzar con esta orientación y en desarrollo de los mandatos de nuestra Asamblea General en este campo, el Comité Internacional de la Cruz Roja y la Secretaria General de la OEA, con el apoyo de los Gobiernos de Canadá y Costa Rica, organizaron hace un año, en la ciudad de San José, una Conferencia Hemisférica de Expertos Gubernamentales cuyo propósito era promover la adhesión a los preceptos del Derecho Internacional Humanitario y la incorporación en los ordenamientos jurídicos nacionales de las disposiciones necesarias para la aplicación de los instrumentos jurídicos internacionales en este campo.  Como vamos a tener la oportunidad de escucharlo en el día de hoy, los resultados de ese encuentro fueron ampliamente positivos y confirman la importancia de continuar estas labores de cooperación jurídica en unión del Comité Internacional de la Cruz Roja y de nuestros Gobiernos. 
En esta reunión ustedes también se van a ocupar del tema de la Corte Penal Internacional.  Dado el ritmo de ratificaciones de la misma, hoy ya nadie discute que ella será una realidad en corto tiempo, lo cual demuestra su creciente aceptación y respaldo por todos los Estados del mundo.  La creación de un tribunal de esta naturaleza constituye un avance fundamental dentro del propósito de atacar y eliminar la impunidad de la cual aún gozan muchos responsables de crímenes verdaderamente aberrantes contra la humanidad. Este, sin lugar a dudas, es un paso fundamental, como lo expresara un diplomático latinoamericano, dentro del propósito de "liberar al planeta de la obscenidad que supone que una persona tenga más posibilidades de ser juzgada por matar a un ser humano que por matar a mil".  Estoy seguro que las presentaciones que aquí vamos a escuchar nos van a permitir precisar los avances dados hasta ahora y los pasos que aún se requiere dar hacia adelante para asegurar que este Tribunal sea de verdad eficaz y permita atacar la impunidad en tantos crímenes contra la humanidad. 

No quisiera terminar sin referirme a una de las situaciones más graves que tenemos en este frente en nuestro hemisferio.  Me refiero a las permanentes y sistemáticas violaciones del derecho internacional humanitario por grupos armados al margen de la ley en Colombia. 
Como lo ha dicho el Presidente Pastrana, Colombia es y seguirá siendo una democracia estable y sólida.  No es la permanencia de la democracia lo que está en juego en ese país. Ella está respaldada por cuarenta millones de Colombianos y por toda la comunidad de naciones y no podrá ser arrebatada por  actos de terrorismo y de barbarie. Con sus ataques generalizados y sistemáticos contra la población civil, esos grupos, tanto de la guerrilla como de los llamados paramilitares,   están violando flagrantemente los instrumentos de derecho internacional humanitario y por ende los derechos de centenares de miles de colombianos. 
Como ustedes saben, los Convenios de Ginebra obligan a los Estados no sólo a "respetar" sino también a "hacer respetar" sus disposiciones. Los miembros de esos grupos  que están infringiendo las normas de derecho internacional humanitario, deben quedar notificados de que la comunidad internacional cada vez está más organizada para asegurar que delitos como los que ellos están cometiendo no queden en la impunidad. 
La decisión del Gobierno de Colombia de promover, con carácter de urgencia, la adopción de la ley aprobatoria del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, es un paso fundamental en este campo. 
Señoras y señores: 
Estoy seguro que los resultados de esta reunión, dentro del espíritu y los mandatos de la Asamblea General de nuestra Organización, nos permitirán analizar los avances que hemos dado a nivel hemisférico en el proceso de ratificación de los instrumentos internacionales y de su incorporación en el derecho interno, en materia de derecho humanitario. También nos facilitarán precisar los pasos que aún tenemos que dar en este campo para consolidar una cultura de paz, de tolerancia y de solución pacífica de nuestros conflictos. 
Les deseo mucho éxito en sus trabajos y deliberaciones. 
Muchas gracias. 
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